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SENTENCIA no 184/2018 

El Magistrado-Juez Ilmo. Sr. D. PABLO ÁLVAREZ LÓPEZ, en ftmciones de refuerzo en el 

Juzgado de Central de lo Contencioso-Administrativo n° 8, confonne al acuerdo adoptado en fecha 15-

3-2018 por la Comisión Pennanente del Consejo General del Poder Judicial. 

En Madrid, a 22 de noviembre de 2018. 

Vistos los autos de recurso contencioso-administrativo seguido con el número 

53/2016, sustanciándose por el proceditniento ordinario regulado en el Capítulo I del Título 

IV de la Ley 29/ 1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso­

Administrativa, que ante este Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo n° 8 ha 



    

 

promovido el Abogado del Estado  en nombre y representación del 

MINISTERIO DEL INTERIOR, contra la resolución del CONSEJO DE 

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de fecha 15-7-2016, por la que se estima la 

reclamación presentada en fecha 10-5-2016 contra dicho Ministerio, por no facilitar 

información sobre los incidentes, incluyendo los casos de fallecimiento, desglosados por 

Centros Penitenciarios desde el año 2005 hasta el año 2015; representando a la entidad 

demandada el Procurador  y asistida por la Letrada  

. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha 3-10-2016 se presentó un recurso contencioso-administrativo 

por el MINISTERIO DEL INTERIOR, contra la resolución del CONSEJO DE 

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de fecha 15-7-2016, por la que se estima la 

reclamación presentada en fecha 10-5-2016 contra dicho Ministerio, por no facilitar 

información sobre los incidentes, incluyendo los casos de fallecimiento, desglosados por 

Centros Penitenciarios desde el año 2005 hasta el año 2015. 

 
Mediante el escrito presentado en fecha 19-12-2016, se formalizó la demanda, en la 

que después de las alegaciones de hecho y de derecho que estimó pertinentes, el Ministerio 

recurrente suplicó que se dictara sentencia que “acuerde dejar sin efecto la Resolución del 

CTBG objeto del presente procedimiento, con imposición de condena en costas a la 

Administración Demandada”. 

      

SEGUNDO.- Contestada la demanda por la Administración demandada mediante el 

escrito presentado en fecha 23-1-2017, se recibió el pleito a prueba, practicándose la 

declarada pertinente, y después del trámite de conclusiones, quedaron los autos conclusos y 

vistos para dictar sentencia.   

 

      



    

 

La cuantía del presente recurso se ha fijado en indeterminada. 

 

 
TERCERO.- En la tramitación de este juicio se han observado las prescripciones 

legales, excepto el plazo para dictar sentencia, debido al número de asuntos pendientes de 

dicha resolución.  

 

A los anteriores hechos resultan de aplicación los siguientes  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- En fecha 26-2-2016 por   se solicitó al 

MINISTERIO DEL INTERIOR EL ACCESO A LA SIGUIENTE INFORMACIÓN: “• 

Cuántos presos han fallecido entre 2005 y 2015 mientras cumplían condena en cada uno de 

los Centros penitenciarios y de éstos cuántos estaban en calidad de presos preventivos.           

• Cuáles de estos decesos han obligado al departamento a satisfacer algún tipo de 

indemnización a los familiares y, en este caso, a cuánto han ascendido éstas.  • Del mismo 

modo, conocer el número de incidentes (peleas, etc) registrados en cada Centro.  • Cada 

información la quería desagregada por Centro Penitenciario”.   

 

Por la resolución del MINISTERIO DEL INTERIOR de fecha 12-4-2016, se contestó 

dicha solicitud, informando a  de lo siguiente: “a) En relación a 

fallecimientos de internos en los que se ha satisfecho algún tipo de indemnización a los 

familiares, y en ese caso, importe de las mismas, se adjunta tabla con información relativa a 

los expedientes estimados por fallecimientos de internos desde el 01/01/2015 hasta el 

31/12/2015.  Si bien en el texto de las alegaciones se habla de datos desde el 01/01/2015, la 

información es a partir del 01/01/2005, por lo que se entiende que debe tratarse de un error 

tipográfico.       b) En cuanto al número de incidentes registrados en cada Centro 

desagregado por centro penitenciario, se adjunta tabla con los incidentes regimentales 

ocurridos en el periodo de 2005 a 2015.    c) En cuanto a la solicitud de datos desagregados 

por Centros penitenciarios, se informa que esta Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias no dispone de los datos tal y como se solicitan, lo que nos obligaría a 

      



    

 

proceder a las correspondientes y oportunas elaboraciones. Por ello, en relación con estos 

datos solicitados pongo en su conocimiento que los mismos requieren un proceso de 

elaboración, por lo que esta petición está incursa en una de las causas de inadmisión del art. 

18 de la citada Ley, en concreto en apartado 1 e) de dicho precepto: "Se inadmitirán a 

trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes relativas a información para cuya 

divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración". 

 

Frente a la anterior resolución, por  se presentó en fecha 

10-5-2016 una reclamación ante el CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN 

GOBIERNO, en la que manifestó lo siguiente: “el Ministerio ofrece una respuesta con los 

datos totales de incidentes en el País, pero dice que no puede dar los parciales desagregados 

por Centros, ya que supone una acción de reelaboración. Hace un año dio esa misma 

información para un Centro concreto sin ampliar el plazo de contestación. Si dispone de los 

datos completos debe disponer de todos los datos por Centros”. 

 

En el trámite de alegaciones, por el MINISTERIO DEL INTERIOR se presentó un 

escrito en fecha 7-6-2016, en el que se recogen las siguientes consideraciones: “• Este 

Departamento se ratifica en la imposibilidad de aportar la información solicitada y por tanto 

en la corrección de la aplicación del artículo 18.1 c) de la Ley 19/2013, ya que la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias no dispone de los datos tal y como se solicitan, 

desagregados por cada uno de los 70 centros penitenciarios (a los que habría que añadir los 

diferentes Centros de Inserción Social) por cada uno de los años comprendidos entre 2005 y 

2015, de manera que sería necesario realizar nuevas operaciones de análisis, agregación e 

interpretación, lo que además supondría prácticamente el colapso de la Unidad 

administrativa que se dedicase a elaborar esos datos.    • Esta interpretación de la causa de 

inadmisión del artículo 18.1 c) de la Ley 19/2013, viene avalada por la Sentencia 60/2016 de 

los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo, en su Fundamento Jurídico 

Cuarto”. 

 

Finalmente, por el CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO se dictó 

en fecha 15-7-2016 la resolución en la que se dispone lo siguiente: “PRIMERO: ESTIMAR la 

Reclamación presentada, el 10 de mayo de 2016, por  contra la 

      



    

 

Resolución del MINISTERIO DEL INTERIOR, de fecha 12 de abril de 2016.     SEGUNDO: 

INSTAR al MINISTERIO DEL INTERIOR a que, en el plazo de UN MES, remita a  

 la información referida en el Fundamento Jurídico 6 de la presente 

Resolución.    SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DEL INTERIOR a que, en el mismo 

plazo de UN MES, remita a este Consejo de Transparencia copia de la información enviada 

al Reclamante”. 

 

En el fundamento jurídico 6 de la citada resolución de fecha 15-7-2016 se recoge lo 

siguiente: “6. Por lo tanto, dado que el Ministerio no tiene que acudir por primera vez a 

Unidades muy diversas y diferentes para solicitarles la información que ha de ser destinada 

al Reclamante, sino que ha de reordenar la que ya se tiene en su poder y ofrecérsela a aquél 

en los términos en que ha sido solicitada, lo que no supone acción previa de reelaboración, 

en el sentido de la LTAIBG, según el criterio mantenido por este Consejo de Transparencia, 

debe estimarse la presente Reclamación, por lo que la Administración debe proporcionar al 

Reclamante información sobre los incidentes, incluyendo los casos de fallecimiento, 

desglosados por Centros penitenciarios desde el año 2005 hasta el 2015”. 

 

Dicha resolución de fecha 15-7-2016 es objeto de impugnación mediante el presente 

recurso contencioso-administrativo. 

  

 

En la demanda se articula como motivo de impugnación el referido a que si la 

información desagregada no obra en poder de la Administración intimada, en nuestro caso la 

SGIIPP, ésta no puede ser obligada a realizar un proceso de elaboración, a instancias del 

solicitante, y si la SGIIPP hubiera elaborado la información para cualesquiera otros fines, por 

ejemplo para la elaboración de un estudio, una estadística o una comprobación puntual, esa 

información estaría en poder de la SGIIPP, y sería accesible por los ciudadanos, considerando 

que en tal caso, la SGIIPP no podría argumentar la inexistencia en origen de la información 

desagregada, pero si la información no se encuentra en poder de la SGIIPP, de forma 

desagregada, la Ley no ampara la imposición de una obligación de hacer sobre la 

Administración para la reelaboración de la información, y el hecho de que en un caso puntual, 

      



    

 

hace un año, el solicitante pidiera la información de un centro penitenciario en particular, y la 

Administración le suministrara esta información, no modifica la interpretación anterior. 

 

 

La Letrada de la entidad demandada se opone al recurso contencioso-administrativo, 

alegando que no es posible conocer el resultado global sin tener previo conocimiento de los 

resultados parciales- desagregados por centro- ya que es la suma de éstos la que proporciona 

la información que ya ha sido proporcionada al solicitante, y carece de toda lógica, por lo 

tanto, afirmar ahora que la información que ha servido de base al dato ya proporcionado no 

existe y que tiene que ser reelaborado, teniendo en cuenta que la propia recurrente ya dio 

información idéntica respecto a un centro en concreto, así que sí tiene la información, por lo 

que está claro que, si son datos que posee recabados de un centro, y tiene datos que afectan a 

todos los establecimientos penitenciarios del país, está claro que posee la información 

desagregada de cada centro, instando la confirmación de la resolución administrativa 

impugnada.  

 

 

SEGUNDO.- El recurso ha de ser desestimado. Se alega por el Ministerio demandante 

que si la información desagregada no obra en poder de la Administración intimada, en nuestro 

caso la SGIIPP, ésta no puede ser obligada a realizar un proceso de elaboración, a instancias 

del solicitante, y si la SGIIPP hubiera elaborado la información para cualesquiera otros fines, 

por ejemplo para la elaboración de un estudio, una estadística o una comprobación puntual, 

esa información estaría en poder de la SGIIPP, y sería accesible por los ciudadanos, 

considerando que en tal caso, la SGIIPP no podría argumentar la inexistencia en origen de la 

información desagregada, pero si la información no se encuentra en poder de la SGIIPP, de 

forma desagregada, la Ley no ampara la imposición de una obligación de hacer sobre la 

Administración para la reelaboración de la información, y el hecho de que en un caso puntual, 

hace un año, el solicitante pidiera la información de un centro penitenciario en particular, y la 

Administración le suministrara esta información, no modifica la interpretación anterior, 

motivo de impugnación que debe de ser rechazado. 

 

      



    

 

 Así, en el artículo 18, apartado 1.c), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, entre las causas de 

inadmisión de las solicitudes de información, se recoge la siguiente: “1.- Se inadmitirán a 

trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes: c) Relativas a información para cuya 

divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración”. 

 

Aplicando al presente asunto el precepto inmediatamente trascrito, no puede apreciarse 

que estemos ante un supuesto de reelaboración de la información solicitada, pues la misma 

obra en poder del MINISTERIO DEL INTERIOR. 

 

Resulta de especial relevancia que por la resolución del MINISTERIO DEL 

INTERIOR se concedió parcialmente la información solicitada por  

, facilitándole la información instada por éste, aunque de forma global, sin desagregar 

por cada Centro Penitenciario. Pero es una obviedad que, para poder obtener una información 

global, previamente se ha contado con la información desglosada o desagregada de cada uno 

de los Centros Penitenciarios, y contando con esta última información, debe de rechazarse que 

estemos ante un supuesto de reelaboración. 

 

Procede traer a colación la reciente Sentencia dictada en fecha 2-7-2018 por la Sala de 

lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional (recurso de apelación 47/2018), que 

se pronuncia sobre un asunto que guarda ciertas similitudes con el presente. En el fundamento 

de derecho cuarto de dicha Sentencia se recoge lo siguiente: “CUARTO.- … El solicitante de 

información no entra en el círculo de terceros llamados a negociar con la empresa, por el 

contrario y con arreglo al art. 12 todas las personas tienen derecho a acceder a la 

información pública, incluida la información económica, presupuestaria y estadística en la 

forma determinada por el art. 8 de la Ley, y lo que se pretende es saber de qué manera y 

cómo la CRTVE ha gastado el dinero que recibe. El solicitante de información solo quiere 

conocer los costes de esa programación que son datos que necesariamente CRTVE tiene en 

sus documentos contables, no tiene que realizar ninguna reelaboración, no se aprecia que 

para facilitar tales datos haya que hacer un trabajo específico, es simplemente recopilarlos, 

por eso la distinción entre la contabilidad financiera y la contabilidad, en este caso, no tiene 

mucha trascendencia. E insistimos que resulta difícil de comprender que CRTVE no tenga 

      



    

 

elaborados los presupuestos de los programas retransmitidos o actuaciones realizadas, y los 

costes que han supuesto los mismos. Por consiguiente, se estima el recurso de apelación 

interpuesto por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno contra la sentencia del 

Juzgado Central de lo Contencioso Administrativo nº 5 de fecha 28 febrero 2018, y revocar la 

misma, siendo ajustada a derecho la resolución del Consejo de Transparencia y Buen 

Gobierno de 18 mayo 2017 (exp. 78/2017)”.  

 

En el presente asunto, al igual que en el caso enjuiciado en la Sentencia 

inmediatamente trascrita, para facilitar la información desagregada por cada Centro 

Penitenciario, no hacer falta hacer un trabajo específico, sino recopilar los que ya se tienen, 

que han sido utilizados para facilitar la información global. 

 

A la vista de lo anterior, solo cabe la confirmación de la resolución administrativa 

impugnada, por ser la misma ajustada a Derecho. 

 

 

Por todo ello, debe desestimarse el recurso.  

 

 

TERCERO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139 de la Ley reguladora 

de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en la redacción dada a dicho precepto por el 

artículo 3, apartado 10, de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización 

procesal, en aplicación del criterio del vencimiento establecido en dicho precepto, procede la 

imposición de las costas al Ministerio demandante, que dadas las circunstancias que 

concurren en el presente asunto no podrán superar la cantidad de 1.000,00 euros para todos 

los conceptos. 

 

 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general aplicación, en nombre del Rey, 

y en el ejercicio de la potestad jurisdiccional, que emanada del Pueblo español, me confiere la 

Constitución, 

      



    

 

 

 

 

F A L L O 

 

Desestimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el MINISTERIO 

DEL INTERIOR, contra la resolución del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN 

GOBIERNO de fecha 15-7-2016, por la que se estima la reclamación presentada en fecha 10-

5-2016 contra dicho Ministerio, por no facilitar información sobre los incidentes, incluyendo 

los casos de fallecimiento, desglosados por Centros Penitenciarios desde el año 2005 hasta el 

año 2015, resolución administrativa que confirmamos por ser ajustada a Derecho; con expresa 

imposición de las costas al Ministerio demandante, que no podrán superar la cantidad de 

1.000,00 euros para todos los conceptos. 

 
Notifíquese esta Sentencia a las partes haciéndoles saber que contra la misma cabe 

recurso de apelación que deberá interponerse por escrito ante este mismo Juzgado, dentro de 

los quince días siguientes a su notificación y del que conocerá, en su caso, la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 

 

Así por esta mi Sentencia, de la que se llevará testimonio a los autos originales, 

definitivamente juzgando, lo pronuncio, mando y firmo. 

 

 

 

 

PUBLICACION.- La anterior sentencia fue leída y publicada en el día de la fecha por el Sr. 
Magistrado-Juez que la dictó, estando celebrando audiencia pública, de lo que yo, Letrada de 
la Administración de Justicia, doy fe. 

      




